
        personales 
Datos





3

CONCEPTO

De conformidad con el artículo 3, fracción segunda de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, un dato personal es:

La información concerniente a una persona física, identificada o identificable, entre otra, la relativa 

a su origen étnico o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o emociona­

les, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones 

políticas, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o men­

tales, las preferencias sexuales, u otras análogas que afecten su intimidad.

Asimismo, el Acuerdo General de la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información Pública 

Gubernamental y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del nueve 

de julio de dos mil ocho, relativo a los órganos y procedimientos para tutelar en el ámbito de este Tribunal 

los derechos de acceso a la información, a la privacidad y a la protección de datos personales garantizados 

en el artículo 6o. Constitucional, establece en los artículos 87 y 89, así como en las Recomendaciones 

para la supresión de datos personales en las sentencias dictadas por el Pleno y las Salas de este Alto 

Tribunal, los datos que deberán ser suprimidos en los archivos que tiene bajo su resguardo la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación.

Así, el Convenio 108 define en la letra a) de su artículo 2 el concepto de datos de carácter personal como: 

"cualquier información relativa a una persona física identificada o identificable ("persona concernida")".1

1	 Convenio 108 del Consejo de Europa, de 28 de enero de 1981, para la protección de las personas con respecto al tratamiento 
automatizado de datos de carácter personal.
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Por su parte, la Directiva 95/46/CE, define en la letra a) del artículo 2 el concepto de datos personales de la 

siguiente manera: "toda información sobre una persona física identificada o identificable (el "interesado"); 

se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en 

particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos 

de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social".2

2	 Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. EL TITULAR DE ÉSTA TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA 

RECLAMAR EN AMPARO LA DETERMINACIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS QUE ORDENA LA ELABORACIÓN DE LA VER­

SIÓN PÚBLICA QUE CONTIENE DATOS PERSONALES O QUE LE CONCIERNEN COMO 

PERSONA.*

El derecho a la protección de los datos personales está previsto esencialmente en los artículos 6o. y 16 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los diversos 1, 40 y 41 del 

Reglamento de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, con la 

finalidad de proteger al titular de la información para que pueda manifestar su oposición a la divulgación, 

no sólo de sus propios datos personales, sino también de los concernientes a su persona, esto es, los que 

ponen en riesgo su vida, seguridad o salud, los secretos industriales, fiscales, bancarios, fiduciarios o 

cualquier otro considerado como tal por una disposición jurídica. De tal modo que la resolución que per­

mite el acceso a la información perteneciente a un tercero, incide en el derecho de su titular a que se 

proteja, e incluso a oponerse a su divulgación, esto es, a intervenir en la delimitación o determinación 

de la parte que puede divulgarse; de lo que se sigue que el titular de la información tendrá interés jurídico 

para reclamar en el juicio de amparo la determinación del Instituto Federal de Acceso a la Información 

y protección de datos por la cual se ordene la elaboración de la versión pública para entregarla al solici­

tante de la misma; en virtud de que, al ser propietario de la información, tiene el derecho a que ésta sea 

protegida, lo cual, a su vez, le otorga el derecho de oposición, el cual involucra la facultad de intervenir en 

la delimitación o determinación de la parte que puede ser del conocimiento del solicitante, antes de que 

se ordene la elaboración de la versión pública correspondiente, como un mecanismo para que no se tras­

toquen sus derechos públicos subjetivos, sin afectar el derecho de acceso a la información de los peti­

cionarios. Ahora, la existencia del interés jurídico no puede condicionarse al sentido de la resolución 

reclamada, porque la determinación que ordena la elaboración de una versión pública involucra, nece­

sariamente, el derecho del titular a la protección de la información que será publicada. Por tanto, la co­

rrección o no de los lineamientos dados en la resolución impugnada e, incluso, el hecho de que se permita 

al titular de la información intervenir en su determinación o delimitación de la misma antes de que se 

ordene, de manera lisa y llana, la elaboración de una versión pública, constituye un aspecto que pueden 

llevar a conceder o negar el amparo solicitado, pero no pueden conducir a desconocer el derecho subjetivo 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo II, Libro 7, junio de 2014, Plenos de Circuito, p. 1127, 
Tesis: PC.I.A. J/12 K, Registro: 2006753.
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tutelado a nivel constitucional a favor del justiciable, ni la relación de éste con el acto por virtud del cual 

se ordena la publicación de sus datos personales o de los datos que le conciernan como persona.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

CONTRADICCIÓN DE TESIS 20/2013. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 12 de mayo de 2014. Mayoría de diecisiete votos de los 
Magistrados Carlos Alfredo Soto y Villaseñor, Carlos Ronzón Sevilla, Gaspar Paulín Carmona, Jorge Ojeda 
Velázquez, Pablo Domínguez Peregrina, Clementina Flores Suárez, Adela Domínguez Salazar, Ma. Gabriela Rolón 
Montaño, María Simona Ramos Ruvalcaba, Homero Fernando Reed Ornelas, Guadalupe Ramírez Chávez, José 
Antonio García Guillén, Luz Cueto Martínez, Salvador Mondragón Reyes, Carlos Amado Yáñez, Luz María Díaz 
Barriga y Armando Cruz Espinoza. Disidente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Ponente: Gaspar Paulín Carmona. 
Secretaria: Jessica Ariana Torres Chávez.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis I.4o.A.499 A, de rubro: "TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. NO AFECTA EL 
INTERÉS JURÍDICO DEL TITULAR DE LA INFORMACIÓN, LA RESOLUCIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL QUE OBLIGA AL DE PROTECCIÓN Y AHORRO 
BANCARIO A PROPORCIONAR INFORMACIÓN A UN GOBERNADO, PREVIA ELIMINACIÓN DE LOS DATOS 
RESERVADOS, CONFIDENCIALES O CLASIFICADOS.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 1584, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 467/2011.

Observaciones:

Esta tesis se publicó el viernes 20 de junio de 2014 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de junio de 2014, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PRIVACIDAD. LA PUBLICACIÓN DE LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LOS ÓRGANOS DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO CONCULCA ESE DERECHO.*

El artículo 8 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, es una 

disposición de orden público y de observancia obligatoria que impone el deber al Poder Judicial de la 

Federación de hacer públicas las sentencias, incluso aquellas que no hayan causado estado o ejecutoria y 

que las partes podrán oponerse a la publicación de sus datos personales; en consecuencia, el hecho 

de que se publiquen las resoluciones que se emitan en un juicio de amparo, no conculca el derecho de 

privacidad, ya que basta que el interesado se oponga, para suprimir la información que la ley clasifica 

como confidencial, esto porque la finalidad de la ley es garantizar el acceso de toda persona a la infor­

mación gubernamental, debiéndose favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la 

información en posesión de los sujetos obligados, que sólo puede restringirse de manera excepcional bajo 

criterios de razonabilidad y proporcionalidad, con el fin de que no se impida el ejercicio de aquel derecho 

en su totalidad; de no ser así, se haría nugatorio el fin superior de transparentar y dar publicidad a las 

sentencias, que redunda en preservar la seguridad jurídica y hacer prevalecer un Estado democrático de 

derecho.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.

Queja 9/2014. 23 de enero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretaria: 
Alma Nohemí Osorio Rojas.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo II, Libro 7, junio de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1794, Tesis: III.1o.C.1 K, Registro: 2006639.
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INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL EXPEDIENTE CLÍNICO DE TODA PERSO­
NA, INDEPENDIENTEMENTE DEL CARGO PÚBLICO QUE OCUPE, CONSTITUYE INFOR­
MACIÓN PERSONAL DE CARÁCTER CONFIDENCIAL.*

El expediente clínico de un individuo se refiere al conjunto de documentos escritos, gráficos e imagenoló­

gicos o de cualquier otra índole, en los cuales el personal de salud debe hacer los registros, anotaciones y 

certificaciones correspondientes a su intervención. Ese instrumento, de conformidad con los artículos 16, 

párrafo segundo, de la Constitución Federal, 3, fracción II y 18, fracción II, de la Ley Federal de Transpa­

rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con la Norma Oficial Mexicana 

NOM-168-SSA1-1998, en la que se establecen los criterios científicos, tecnológicos y administrativos 

obligatorios en la elaboración, integración, uso y archivo del expediente clínico, contiene información de 

una persona física identificada o identificable que es considerada de carácter confidencial. Teniendo ese 

carácter, la autoridad administrativa, para acatar el mandato de protección de datos personales esta­

blecido en esos preceptos, debe negar la entrega del expediente clínico al público en general, siendo que 

ese deber es exigible con independencia de la calidad de la persona respecto de quien se pretenda obtener 

la información o el cargo público que ocupe en el gobierno, ya que las normas analizadas prevén que toda 

persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, sin establecer excepción alguna.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 16/2014. **********, A.C. 19 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco 
Zúñiga. Secretario: Agustín Gaspar Buenrostro Massieu.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo II, Libro 5, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1523, Tesis: I.1o.A.60 A, Registro: 2006298.
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PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS QUE PUEDAN 
EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO 
ENTREGADA A UNA AUTORIDAD.*

El artículo 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el 
derecho a la Protección de Datos Personales, consistente en el control de cada individuo sobre el acceso 
y uso de la información personal en aras de preservar la vida privada de las personas. En ese sentido, el 
derecho a la Protección de Datos Personales podría entenderse, en primera instancia, como una prerro­
gativa de las personas físicas, ante la imposibilidad de afirmar que las morales son titulares del derecho 
a la intimidad y/o a la vida privada; sin embargo, el contenido de este derecho puede extenderse a cierta 
información de las personas jurídicas colectivas, en tanto que también cuentan con determinados espa­
cios de protección ante cualquier intromisión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta infor­
mación económica, comercial o relativa a su identidad que, de revelarse, pudiera anular o menoscabar su 
libre y buen desarrollo. Por tanto, los bienes protegidos por el derecho a la privacidad y de protección 
de datos de las personas morales, comprenden aquellos documentos e información que les son inheren­
tes, que deben permanecer ajenos al conocimiento de terceros, independientemente de que, en materia 
de transparencia e información pública, opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad, conforme 
al cual, toda información en posesión de las autoridades es pública, sin importar la fuente o la forma en 
que se haya obtenido, pues, acorde con el artículo 6o., en relación con el 16, párrafo segundo, constitucio­
nales, la información entregada a las autoridades por parte de las personas morales, será confidencial 
cuando tenga el carácter de privada por contener datos que pudieran equipararse a los personales, o bien, 

reservada temporalmente, si se actualiza alguno de los supuestos previstos legalmente.

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría de siete votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, 
José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. 
Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alberto Pérez Dayán; votaron en contra: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio 
A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas.

El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número II/2014 (10a.), la tesis aislada que 
antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero de dos mil catorce.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo I, Libro 3, febrero de 2014, Pleno, p. 274, Tesis: 
P. II/2014, Registro: 2005522.
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PERSONAS MORALES. LA TITULARIDAD DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES QUE LES 
CORRESPONDE DEPENDE DE LA NATURALEZA DEL DERECHO EN CUESTIÓN, ASÍ COMO 
DEL ALCANCE Y/O LÍMITES QUE EL JUZGADOR LES FIJE.*

Si bien el vocablo "persona" contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos comprende a las personas morales, la titularidad de los derechos fundamentales dependerá 

necesariamente de la naturaleza del derecho en cuestión y, en su caso, de la función o actividad de 

aquéllas. En esa medida, el juzgador deberá determinar, en cada caso concreto, si un derecho les corres­

ponde o no pues, si bien existen derechos que sin mayor problema argumentativo pueden atribuírseles, por 

ejemplo, los de propiedad, de acceso a la justicia o de debido proceso, existen otros que, evidentemente, 

corresponden sólo a las personas físicas, al referirse a aspectos de índole humana como son los derechos 

fundamentales a la salud, a la familia o a la integridad física; pero además, existen otros derechos respecto 

de los cuales no es tan claro definir si son atribuibles o no a las personas jurídicas colectivas, ya que, más 

allá de la naturaleza del derecho, su titularidad dependerá del alcance y/o límites que el juzgador les fije, 

como ocurre con el derecho a la protección de datos personales o a la libertad ideológica.

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría de siete votos en relación con el sentido; votaron en contra: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. Mayoría 
de ocho votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza respecto del criterio contenido en esta tesis. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas.

El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número I/2014 (10a.), la tesis aislada que 
antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero de dos mil catorce.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas el Semanario Judicial de la Federación.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo I, Libro 3, febrero de 2014, Pleno, p. 273, Tesis: P. I/2014, 
Registro: 2005521.
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AUDITORÍAS AMBIENTALES VOLUNTARIAS. LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN 
GENERADAS POR LOS PARTICULARES O SUS AUDITORES Y ENTREGADAS A LA PROCU­
RADURÍA FEDERAL DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE DURANTE SU TRAMITACIÓN, SI BIEN 
SON DE CARÁCTER PÚBLICO, NO PODRÁN DIVULGARSE SI SE ACTUALIZAN LOS SU­
PUESTOS PARA SU RESERVA TEMPORAL O SE TRATA DE DATOS CONFIDENCIALES.*

Conforme al artículo 6o., fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

relación con los numerales 1 y 2 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, los datos en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo federal, 

estatal o municipal constituyen información pública y, por ende, son susceptibles de divulgarse a terceros 

en términos de dicha ley. En consecuencia, la información y documentación generadas por una persona 

moral, o su auditor, durante el desarrollo de una auditoría ambiental voluntaria, conforme a la Ley General 

del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, que se encuentran en posesión de la Procuraduría 

Federal de Protección al Ambiente, por haberle sido entregadas por dicha persona, es pública, pero no 

disponible per se, dado que, al igual que acontece con las personas físicas, también pueden actualizarse 

excepciones para su divulgación, sea que en razón del interés público deba reservarse su conocimiento 

temporalmente, o bien, porque tenga el carácter de confidencial, al corresponder a un ámbito privado de 

la persona jurídica. Lo anterior no significa que la información de que se trate mute su naturaleza de pri­

vada a pública o viceversa, por la circunstancia de pasar de uno a otro sujeto, pues lo que garantiza la 

norma constitucional es que la información, por el solo hecho de estar en poder de la autoridad, en sí 

misma es pública, para efectos de la transparencia de la actuación estatal; tan es así, que si la informa­

ción constituye un dato personal o sensible, inherente a lo privado, está protegida de su divulgación de 

forma permanente. Por consiguiente, la autoridad ambiental que tenga en su poder información de cual­

quier clase, sea que provenga de una persona física o moral, deberá analizar si contiene alguna que se 

ubique en las categorías de reservada y/o confidencial, de acuerdo con el marco normativo en materia 

de acceso a la información pública y Protección de Datos Personales y, por tanto, deberá de abste­

nerse de divulgar esa precisa información; sin menoscabo de que, en su caso, genere una versión 

pública en la que salvaguarde los datos reservados o confidenciales.

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría de siete votos; votó con salvedades: Margarita Beatriz Luna 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo 1, Libro XXV, octubre de 2013, Pleno, p. 5, Tesis: 
P./J. 26/2013, Registro: 2004651.
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Ramos; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas 
Ornelas.

El Tribunal Pleno, el ocho de octubre en curso, aprobó, con el número 26/2013 (10a.), la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a ocho de octubre de dos mil trece.

Nota: El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, materia de interpretación de la 
presente tesis, fue modificado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del 11 de junio 
de 2013. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. SU OTORGAMIENTO NO AFECTA EL ORDEN 
PÚBLICO NI EL INTERÉS SOCIAL SI EL QUEJOSO RECLAMA LA VIOLACIÓN, EN SU PER­
JUICIO, DE LOS DERECHOS HUMANOS A LA VIDA PRIVADA Y A LA PROTECCIÓN DE LOS 
DATOS PERSONALES, CON MOTIVO DE LA PUBLICACIÓN DE ÉSTOS EN EL PORTAL DE 
INTERNET DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO GARZA GARCÍA, NUEVO LEÓN, CON APOYO 
EN EL ARTÍCULO 12, FRACCIÓN XIX, DE SU REGLAMENTO DE ACCESO A LA INFORMA­
CIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL.*

El otorgamiento de la suspensión definitiva en el amparo no afecta el orden público ni el interés social, 

si el quejoso reclama la violación, en su perjuicio, de los derechos humanos a la vida privada y a la pro­

tección de los datos personales, previstos en los artículos 6o., segundo párrafo, fracción II y 16, segundo 

párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el 11 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, con motivo de la publicación de sus datos personales en el portal 

de Internet del Municipio de San Pedro Garza García, Nuevo León, con apoyo en el artículo 12, fracción 

XIX, de su Reglamento de Acceso a la Información Pública Gubernamental, porque no produce mayor 

perjuicio a la sociedad que el que pudiera ocasionarse con la ejecución del acto reclamado, pues si bien 

es cierto que este último ordenamiento es de orden público y regula el derecho fundamental de cualquier 

persona a la información pública, también lo es que la salvaguarda de ese interés sólo se justifica cuando 

la publicidad de la información observe los principios de legalidad y constitucionalidad que deben regir 

en la protección de los datos personales, conforme al citado artículo 6o. constitucional y, en la especie, el 

perjuicio que la ejecución del aludido acto reclamado produce en la esfera de aquellos derechos se torna 

materialmente irreparable, debido a que la eventual protección del amparo ya no restituiría la afectación 

producida a la vida privada y a la protección de los datos personales del quejoso.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Incidente de suspensión (revisión) 73/2013. Delegado de las autoridades responsables de San Pedro Garza 
García, Nuevo León. 6 de junio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretaria: 
María del Socorro Zapata Barrera.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo 3, Libro XXIII, agosto de 2013, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1734, Tesis: IV.2o.A.57 A, Registro: 2004341.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL DISCURSO HOMÓFOBO CONSTITUYE UNA CATEGORÍA DE 
LENGUAJE DISCRIMINATORIO Y, EN OCASIONES, DE DISCURSOS DEL ODIO.*

La homofobia es el rechazo de la homosexualidad, teniendo como componente primordial la repulsa irra­

cional hacia la misma, o la manifestación arbitraria en su contra y, por ende, implica un desdén, rechazo 

o agresión, a cualquier variación en la apariencia, actitudes, roles o prácticas sexuales, mediante el empleo 

de los estereotipos de la masculinidad y la feminidad. Dicho tratamiento discriminatorio implica una 

forma de inferiorización, mediante una asignación de jerarquía a las preferencias sexuales, confiriendo a 

la heterosexualidad un rango superior. Esta aversión suele caracterizarse por el señalamiento de los homo­

sexuales como inferiores o anormales, lo cual da lugar a lo que se conoce como discurso homófobo, 

mismo que consiste en la emisión de una serie de calificativos y valoraciones críticas relativas a la condición 

homosexual y a su conducta sexual, y suele actualizarse en los espacios de la cotidianeidad; por lo 

tanto, generalmente se caracteriza por insinuaciones de homosexualidad en un sentido burlesco y ofensi­

vo, mediante el empleo de un lenguaje que se encuentra fuertemente arraigado en la sociedad. En conse­

cuencia, resulta claro que aquellas expresiones en las cuales exista una referencia a la homosexualidad, 

no como una opción sexual personal —misma que es válida dentro de una sociedad democrática, plural e 

incluyente—, sino como una condición de inferioridad o de exclusión, constituyen manifestaciones dis­

criminatorias, toda vez que una categoría como la preferencia sexual, respecto a la cual la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos expresamente veda cualquier discriminación en torno a la misma, 

no puede ser válidamente empleada como un aspecto de diferenciación peyorativa. Así, tomando en con­

sideración la protección constitucional expresa a la preferencia sexual de los individuos, es que la misma 

no puede constituir un dato pertinente para la calificación social de una persona. Por tanto, al tratarse la 

homosexualidad de una forma de sexualidad tan legítima como la heterosexualidad, puede concluirse que 

aquellas expresiones homófobas, esto es, que impliquen una incitación, promoción o justificación de la 

intolerancia hacia la homosexualidad, ya sea mediante términos abiertamente hostiles o de rechazo, o 

bien, a través de palabras burlescas, deben considerase como una categoría de lenguaje discriminatorio 

y, en ocasiones, de discursos del odio.

Amparo directo en revisión 2806/2012. **********. 6 de marzo de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho a formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, mayo de 2013, Tomo 1, Primera Sala, p. 547, Tesis: 
1a. CXLVIII/2013, Registro: 2003626.
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OPOSICIÓN DE LAS PARTES PARA LA PUBLICACIÓN DE SUS DATOS PERSONALES EN 
ASUNTOS SEGUIDOS ANTE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
SI EL JUEZ DE DISTRITO OMITE PROVEER LO RELATIVO A DICHA SOLICITUD, EL TRIBUNAL 
REVISOR DEBE HACERLO DE OFICIO, AUN CUANDO NO SE EXPONGA EL AGRAVIO 
CORRESPONDIENTE.*

Conforme a una interpretación sistemática de los artículos 6o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 3, fracción XIV, inciso c), 4, fracción III, y 8 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública Gubernamental, así como del precepto 8 del Reglamento de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Trans­

parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se colige que el derecho fundamental de 

las partes a la oposición de la publicación de sus datos personales puede ejercerse en cualquier instancia 

seguida ante los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, quienes están obligados a 

garantizarlo en los términos y con las excepciones que fijen las leyes; consecuentemente, ante la omisión 

del Juez de Distrito de proveer lo relativo a la solicitud de mérito, el tribunal revisor debe hacerlo de oficio, 

aun cuando no se hubiera expuesto el agravio correspondiente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL.

Amparo en revisión 668/2011. **********, S.A. de C.V. 30 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gaspar Paulín Carmona. Secretario: Luis Benítez Alcántara

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, febrero de 2012, Tomo 3, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2371, Tesis: I.3o. (I Región) 1 K (9a.), Registro: 160284.
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INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

(LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBER­

NAMENTAL).*

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés 

público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitu­

cionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten 

a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepcio­

nes que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la 

información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasi­

ficarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de 

información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada 

y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 

confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran 

el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior tam­

bién tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, 

el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales —así como al acceso, rectificación y 

cancelación de los mismos— debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se 

prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitu­

cional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en proce­

dimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige como regla 

general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos personales. 

Por lo anterior, el acceso público —para todas las personas independientemente del interés que pudieren 

tener— a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos 

supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confiden­

cial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del 

mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 

confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, febrero de 2012, Tomo 1, Primera Sala, p. 655, Tesis: 
1a. VII/2012, Registro: 2000233.
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la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o comercia­

lización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la información.

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y 
otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos 
y González.



Suprema Corte de Justicia de la Nación18

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN LAS REGLAS I.6.2.5. 
Y I.6.2.6., ASÍ COMO EN EL ANEXO 17, APARTADOS B Y D, DE LA RESOLUCIÓN MISCE­
LÁNEA FISCAL PARA DOS MIL DIEZ, RELATIVA A RECABAR DATOS PERSONALES DE LOS 
JUGADORES, NO VIOLA EL DERECHO A LA PRIVACIDAD Y PROTECCIÓN DE LOS DA­
TOS PERSONALES Y A LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS PAPELES DE LOS GOBERNADOS.*

La obligación contenida en dichas reglas y anexo, concretamente la de recabar el nombre, domicilio, 

Registro Federal de Contribuyentes o clave de Registro Único de Población de los jugadores, deriva de lo 

previsto en el artículo 20 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, pues al establecer 

este último numeral la obligación formal de implementar sistemas de cómputo para proporcionar infor­

mación a la autoridad fiscal, a fin de mejorar la eficiencia recaudatoria, de conformidad con las especi­

ficaciones técnicas, de seguridad y requerimientos de información que deberá tener el sistema de 

cómputo, previstas en las reglas generales citadas, implica que aquellos datos son necesarios para la 

aplicación de lo dispuesto en el referido precepto legal. Aunado a que la obligación formal señalada, por 

sí sola no implica violación al derecho a la privacidad y protección de los datos personales, y a la confiden­

cialidad de los papeles de los gobernados y de la información que contienen, pues tal información resulta 

necesaria para que la autoridad fiscal pueda contar con datos suficientes para verificar las operaciones y 

registros en los sistemas centrales de juegos de apuestas, así como de caja y de control de efectivo, a fin 

de comprobar que el impuesto enterado haya sido determinado correctamente; sin que ello implique 

violación a la privacidad de los causantes, quienes tienen el deber de contribuir con el gasto público, en 

términos de lo dispuesto por el artículo 31, fracción IV, constitucional.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 109/2011. **********, S.A. de C.V. 18 de enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Higuera Corona. Secretaria: María Elena Gómez Aguirre.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, febrero de 2012, Tomo 3, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2355, Tesis: VI.1o.A.12 A, Registro: 2000238.
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INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LO TIENE EL AGENTE ECONÓMICO PARA RECLAMAR 
EL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL QUE LE FORMULÓ LA COMISIÓN 
FEDERAL DE COMPETENCIA DURANTE EL PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN.*

Los artículos 30, 31 y 33 de la Ley Federal de Competencia Económica prevén los procedimientos de investi­

gación y de determinación de responsabilidad y, en relación con el primero, en el que no existe la iden­

tificación de los hechos que puedan constituir una infracción ni está determinado el sujeto a quien deberá 

oírsele en defensa como probable responsable, el legislador dotó a la Comisión Federal de Competencia de 

amplias facultades para que realice la investigación correspondiente, la cual puede culminar con la emisión 

de un oficio de presunta responsabilidad, si es que de la indagatoria se hubieren encontrado elementos 

que la determinen, con lo que da inicio el procedimiento administrativo correspondiente. Consecuen­

temente, cuando durante el procedimiento de investigación la mencionada comisión requiere a un agente 

económico para que le proporcione información confidencial, éste tiene interés jurídico para reclamar en 

amparo ese acto, porque aun cuando durante esa etapa el mencionado órgano únicamente busque 

allegarse de información pertinente en relación con el mercado investigado para verificar el cumplimiento 

de la normativa en la materia, el agraviado busca proteger la información que considera confidencial, por 

ejemplo, en materia de datos personales, secretos industriales, entre otros, no sólo de agentes econó­

micos diversos, sino de la propia autoridad, que tendría conocimiento de su situación fiscal y operativa.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 268/2010. **********, S.A. de C.V. y otro. 1o. de diciembre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretario: Manuel Camargo Serrano.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, octubre de 2011, Tomo 3, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1648, Tesis: I.16o.A.26 A (9a.), Registro: 160838.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL DIREC­
TOR GENERAL DE COMUNICACIÓN SOCIAL DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA RE­
PÚBLICA ESTÁ OBLIGADO A PROCURAR QUE LOS DATOS PERSONALES QUE DIVULGA 
SEAN EXACTOS Y ACTUALIZADOS, ASÍ COMO A SUSTITUIR, RECTIFICAR O COMPLETAR 
OFICIOSAMENTE AQUELLOS QUE PUBLIQUE Y RESULTEN INEXACTOS O INCOMPLETOS.*

El derecho fundamental de acceso a la información se encuentra previsto en el artículo 6o. de la Cons­

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su ejercicio está asociado, a manera de excepción 

o límite, con la acción conocida como habeas data, que se define como el derecho que asiste a toda per­

sona a solicitar, mediante un proceso determinado, la exhibición de la información contenida en registros 

—públicos o privados— en los cuales estén incluidos datos personales, para tomar conocimiento de su 

exactitud y, de ser pertinente, requerir la corrección o supresión de los inexactos u obsoletos, con sustento 

en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, que contempla los denominados derechos ARCO 

—acceso, rectificación, cancelación y oposición—. Por otra parte, en relación con la información que se 

encuentra en poder de las dependencias gubernamentales, el artículo 20, fracciones IV y V, de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece una serie de obli­

gaciones que deben observar en cuanto al manejo o disposición de la información que hacen pública, y su 

artículo 3, fracción XIV, inciso a), prevé que la Procuraduría General de la República es un sujeto obligado 

al cumplimiento y observancia de la propia ley. En este contexto, se concluye que el director general de 

Comunicación Social de la Procuraduría General de la República está obligado a procurar que los datos 

personales que divulga sean exactos y actualizados, así como a sustituir, rectificar o completar oficio­

samente aquellos que publique y resulten inexactos o incompletos.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 166/2011. Director General de Comunicación Social de la Procuraduría General de la 
República. 7 de julio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Anibal Jesús 
García Cotonieto.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2244, Tesis: I.4o.A.790 A. Registro: 160980.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. CUANDO 
DETERMINADA SITUACIÓN JURÍDICA Y FÁCTICA QUE SE DIFUNDIÓ POR AUTORIDADES 
O DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES MEDIANTE UN BOLETÍN DE PRENSA HAYA 
SUFRIDO UN CAMBIO, DEBEN CORREGIRSE LOS DATOS INEXACTOS, INCOMPLETOS U 
OBSOLETOS, A FIN DE NO VIOLAR DERECHOS FUNDAMENTALES.*

En relación con la información que se encuentra en poder de las autoridades o dependencias guber­

namentales, el artículo 20, fracciones IV y V, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental establece la obligación de procurar que los datos personales con que cuenten 

sean exactos y actualizados, a sustituir, rectificar o completar oficiosamente aquellos que publiquen y 

resulten inexactos o incompletos. Así, bajo este marco legal y con apoyo en el segundo párrafo del artículo 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que contempla los denominados derechos 

ARCO —acceso, rectificación, cancelación y oposición—, se concluye que cuando determinada situación 

jurídica y fáctica que se difundió mediante un boletín de prensa haya sufrido un cambio, como en el caso 

de que un particular haya sido arraigado por la investigación de diversos hechos ilícitos, sin que se haya 

ejercido con posterioridad acción penal, deben corregirse los datos inexactos, incompletos u obsoletos, 

pues a partir de que feneció el término del arraigo, la información divulgada no se ajusta a la realidad y, 

por tanto, es incompleta en relación con los actos y resultados obtenidos en la investigación instaurada, lo 

cual redunda no sólo en el incumplimiento a lo dispuesto en las fracciones IV y V del citado artículo 20, sino 

además en una violación a derechos fundamentales, en tanto se difunde información parcial, al resultar 

pasajera o accidental; de ahí que se estime una afectación a la reputación, fama, imagen y buen nombre 

del particular afectado, pues, ante la sociedad, al no modificarse la información inicial, se tiene la cali­

dad de probable responsable e indiciado, sujeto a una averiguación previa, lo que evidentemente vulnera 

los derechos a la protección de datos personales, vida privada, imagen pública y presunción de inocencia 

que consagran los artículos 6o., fracción II, 16 y 20 constitucionales.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 166/2011. Director General de Comunicación Social de la Procuraduría General de la Re­
pública. 7 de julio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Anibal Jesús 
García Cotonieto.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2243, Tesis: I.4o.A.792 A, Registro: 160981.
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QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE 

CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO POR EL QUE REQUIERE A LAS AUTORI­

DADES RESPONSABLES LA TOTALIDAD DE LAS CONSTANCIAS DE LA AVERIGUACIÓN 

PREVIA DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.*

Conforme a los artículos 149, 152 y 78 de la Ley de Amparo, los funcionarios o autoridades responsables 

están obligados a expedir las copias o documentos que les sean solicitados y, si no lo hacen, el juez de 

distrito puede solicitárselos, siempre que dichas constancias sean necesarias para la resolución del asunto. 

Aunque lo anterior puede considerarse como una regla general, existen casos de excepción en los que las 

autoridades o funcionarios no están en posibilidad legal de expedir las copias o documentos solicitados 

por las partes interesadas para ofrecerlas en el juicio, como sucede en la averiguación previa, en la que 

el Ministerio Público de la Federación y/o el Subprocurador de Investigación Especializada en Delitos 

Federales están limitados a expedir todas las constancias de esas averiguaciones, pues ante los órganos ju­

risdiccionales deben promover el principio de reserva de identidad y otros datos personales de la víctima u 

ofendido cuando éstos son menores, se trate de los delitos de violación, secuestro o delincuencia organizada, 

y en los demás casos que se considere necesario para su protección en términos del artículo 4 de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de la República. Por lo tanto, no debe aplicarse con rigidez el artículo 

149, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, tratándose de las constancias necesarias para apoyar el informe 

justificado, pues es innecesario y contrario al principio de justicia pronta y expedita contenido en el artículo 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que el juez de distrito, a fin de allegarse 

las pruebas al juicio, solicite a los que el juez de distrito, a fin de allegarse las pruebas al juicio, solicite 

a los funcionarios o autoridades la expedición de todas las constancias de la averiguación previa, al existir 

un impedimento legal para realizar dicha expedición, porque hacerlo ocasiona un daño no reparable en la 

sentencia definitiva, ya que se trastoca el principio de reserva aludido, vulnerándose las investigaciones 

practicadas en la averiguación previa que requieren de ese sigilo, ya que se tendría acceso a toda la in­

formación, aun la no relacionada con los quejosos. En consecuencia, contra el acuerdo del juez de distrito 

por el que requiere a las autoridades responsables la totalidad de las constancias de la averiguación previa 

durante la tramitación del juicio de amparo indirecto procede el recurso de queja previsto en la fracción 

VI del artículo 95 de la Ley de Amparo, y de proporcionarse dicha información, queda bajo la más estricta 

discrecionalidad del juzgador la guarda, custodia y difusión de las pruebas aportadas al juicio, acorde con 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, Primera Sala, p. 374, Tesis: 
1a./J. 93/2010, Registro: 163035.



Datos personales 23

los artículos 80 y 87 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo.

Contradicción de tesis 232/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Sexto, ambos en 
Materia Penal del Primer Circuito. 27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 

Tesis de jurisprudencia 93/2010. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de 
noviembre de dos mil diez.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. AL RE­
SOLVER LA OPOSICIÓN DEL TERCERO INTERESADO A UNA SOLICITUD DE ACCESO A SUS 
DATOS PERSONALES, LA AUTORIDAD DEBE EXPLICAR, DE CONSIDERARLA FUNDADA, 
POR QUÉ ESTIMA QUE LA DIFUSIÓN DE ÉSTOS DAÑA INNECESARIAMENTE A LA PER­
SONA O, EN CASO CONTRARIO, CUÁLES SON LOS BENEFICIOS QUE CON ELLO SE GE­
NERAN AL INTERÉS PÚBLICO.*

De los artículos 24, 25, 40 y 50 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu­

bernamental y 40 y 41 de su reglamento, se advierte la posibilidad de que el titular de la información (en su 

carácter de tercero interesado) se oponga ante la autoridad, dependencia o entidad, a una solicitud de 

acceso a sus datos personales y alegue lo que a su derecho convenga, ya sea en la primera etapa de ese 

procedimiento —que se desarrolla ante la unidad de enlace correspondiente—, o en la segunda al tra­

mitarse el recurso de revisión. Así, el ejercicio de la garantía de audiencia, en ambas etapas, tiene como 

propósito que la resolución sobre acceso a información pública cumpla con las formalidades previstas en 

los ordenamientos mencionados, necesarias para oír en defensa al tercero titular de la información afec­

tado quien puede manifestar su conformidad u oposición con la divulgación de la información, en el en­

tendido que en el último caso deberá demostrar que la divulgación anotada genera un daño específico 

al valor jurídicamente protegido. De lo anterior se concluye que al resolver la oposición del tercero inte­

resado a una solicitud de acceso a sus datos personales, la autoridad debe explicar, de considerarla 

fundada, por qué estima que la difusión de éstos daña innecesariamente a la persona, lo cual justificaría 

clasificar la información como reservada o confidencial o, en caso contrario, cuáles son los beneficios que 

con ello se generan al interés público para que ciertos datos sean difundidos a pesar de la afectación a los 

secretos tutelados.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 248/2009. **********, S.A. de C.V. 1o. de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Indira Martínez Fernández.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009; Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1658, Tesis: I.4o.A.688 A, Registro: 165652.
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SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. DEBE NEGARSE CONTRA LOS EFECTOS Y CONSECUEN­
CIAS DE LOS LINEAMIENTOS POR LOS QUE SE DETERMINA LA OPERACIÓN Y FUNCIO­
NAMIENTO DEL REGISTRO PÚBLICO DE USUARIOS —PERSONAS FÍSICAS— QUE NO 
DESEEN QUE SU INFORMACIÓN SEA UTILIZADA PARA FINES MERCADOTÉCNICOS 
O PUBLICITARIOS, YA QUE SU CONCESIÓN AFECTARÍA EL INTERÉS SOCIAL Y CONTRA­
VENDRÍA DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO.*

Los lineamientos mencionados, expedidos por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 

Usuarios de Servicios Financieros, se consideran de orden público e interés social, porque su finalidad 

es otorgar seguridad, primordialmente, al limitar el uso de la información de las personas físicas que no 

quieren que se utilicen sus datos para fines mercadotécnicos o publicitarios, evitando así abusos o irregu­

laridades en la transmisión y comunicación de éstos, que propicien un manejo indiscriminado, generando 

a aquéllos, riesgo, incertidumbre y molestias, lo que evidencia la preeminencia y mayor relevancia que 

tiene la seguridad del conglomerado en relación con la privacidad de los datos personales de sus inte­

grantes, frente al interés particular de quien quiere conservar la posibilidad de divulgarlos o hacer uso de 

ellos para fines comerciales, propios o de terceros. Por tanto, debe negarse la suspensión en el juicio 

de garantías contra los efectos y consecuencias de los citados lineamientos, al no cumplirse el requisito 

exigido por la fracción II del artículo 124 de la Ley de Amparo, ya que su concesión afectaría el interés 

social y contravendría disposiciones de orden público.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Incidente de suspensión (revisión) 105/2009. **********, Sociedad Financiera de Objeto Múltiple, Entidad no 
Regulada. 22 de abril de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Elizabeth Arrañaga 
Pichardo.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009; Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2082, Tesis: I.7o.A.635 A, Registro: 166780.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS 
ARTÍCULOS 3o., FRACCIÓN II, Y 18, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN 
LA GARANTÍA DE IGUALDAD, AL TUTELAR EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES SÓLO DE LAS PERSONAS FÍSICAS.*

Si se toma en cuenta que la garantía constitucional indicada no implica que todos los sujetos de la 

norma siempre se encuentren en condiciones de absoluta igualdad, sino que gocen de una igualdad 

jurídica traducida en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio (o privarse de un beneficio) 

desigual e injustificado, se concluye que los artículos 3o., fracción II, y 18, fracción II, de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, al tutelar sólo el derecho a la protección 

de datos personales de las personas físicas y no de las morales, colectivas o jurídicas privadas, no violan 

la indicada garantía contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­

nos, pues tal distinción se justifica porque el derecho a la protección de los datos personales se refiere 

únicamente a las personas físicas por estar encausado al respeto de un derecho personalísimo, como es 

el de la intimidad, del cual derivó aquél. Esto es, en el apuntado supuesto no se actualiza una igualdad 

jurídica entre las personas físicas y las morales porque ambas están en situaciones de derecho dispares, 

ya que la protección de datos personales, entre ellos el del patrimonio y su confidencialidad, es una deri­

vación del derecho a la intimidad, del cual únicamente goza el individuo, entendido como la persona 

humana.

Amparo en revisión 191/2008. **********, S.A. de C.V. 7 de mayo de 2008. Cinco votos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Óscar Rodríguez Álvarez.

Nota: Por ejecutoria del 25 de abril de 2012, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 38/2012 
derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son dis­
crepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, julio de 2008, Segunda Sala, p. 549, Tesis: 
2a. XCIX/2008, Registro: 169167.
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DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. EVOLUCIÓN LEGISLATIVA DEL 

ÓRGANO ENCARGADO DE GARANTIZAR SU EFICACIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y DE 

LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN ESA MATERIA.*

El ocho de mayo de dos mil tres se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el decreto mediante el 

cual el Jefe de Gobierno promulgó la anterior Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de 

esa entidad federativa, en la que originalmente se estableció un Consejo de Información Pública, como 

órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con autonomía presupuestaria, de 

operación y de decisión en dicha materia, el cual se encontraba facultado para garantizar y promover el 

derecho de acceso a la información pública, incluso para emitir opiniones y recomendaciones sobre 

el cumplimiento de esa normatividad; asimismo, se estableció que la vigilancia y el control de la citada 

legislación se encontraba a cargo de los siguientes órganos: Contraloría General en el ámbito de la Admi­

nistración Pública local, Consejo de la Judicatura en la competencia del órgano judicial del Distrito Federal, 

Contraloría General de la Asamblea Legislativa en el ámbito de su competencia, y a las unidades de 

fiscalización de los Órganos Autónomos por Ley, y se dio el carácter de definitivas a las resoluciones 

de dichos organismos, para los entes públicos, facultándose a los particulares inconformes para impug­

narlas ante la autoridad federal; además, se instituyó el recurso de inconformidad contra las resoluciones 

que nieguen o limiten el acceso a la información pública o a la protección de datos personales, cuya inter­

posición era optativa para el particular ante los aludidos órganos de control, o bien podía defender sus 

derechos directamente ante la autoridad federal. Además, en la iniciativa de ley relativa se propuso, 

inicialmente, la posibilidad de interponer el recurso de apelación ante el Tribunal de lo Contencioso del 

Distrito Federal, contra los actos y resoluciones de la mencionada Contraloría y del Consejo de Infor­

mación, pero no prosperó esa propuesta por considerar que se generaría incertidumbre respecto de la 

imparcialidad con que ese órgano jurisdiccional resolvería los casos en que fuera autoridad demandada, 

así como que se obligaría al solicitante de la información a soportar un camino innecesario para la satis­

facción de sus intereses, habida cuenta que el mencionado Tribunal únicamente resuelve conflictos entre 

particulares y la administración pública. Es importante precisar que más adelante se presentaron sendas 

iniciativas para reformar el sistema de impugnación descrito, a efecto de que los particulares afectados 

pudieran acudir ante las autoridades jurisdiccionales locales competentes y no solamente ante la autori­

dad federal, así como para que se derogara todo lo relacionado con el recurso de inconformidad, y en su 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1881, Tesis: I.15o.A.119 A, Registro: 167529.
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lugar se facultara al Tribunal de lo Contencioso para conocer de los medios de defensa que procedieran; 

sin embargo, tampoco fueron aprobadas y lo único que lograron fue que se eliminara la opción que tenían 

los particulares de impugnar ante la autoridad federal las resoluciones de los órganos de control y vigi­

lancia, y que se estableciera la procedencia del recurso de revisión. El veintiocho de octubre de dos mil cinco 

se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el decreto mediante el cual se reformaron diversas 

disposiciones del ordenamiento legal en cita, entre las modificaciones legislativas descuella la transfor­

mación del Consejo de Información por el Instituto de Acceso a la Información Pública, con la misma 

naturaleza jurídica de órgano autónomo y cualidades inherentes, al cual se encomendó dirigir y vigilar el 

cumplimiento de la citada legislación y las normas que de ella deriven, en lugar de los anteriores órganos 

de vigilancia o control, así como conocer del recurso de revisión que el particular inconforme interponga 

contra la falta de respuesta del ente público a su solicitud de información, o bien la resolución que la niegue 

o entregue parcialmente, o la que vulnere el derecho a la protección de sus datos personales; quedando 

en los mismos términos las características de definitividad y obligatoriedad de sus resoluciones tanto para 

los entes públicos como para los particulares, hasta el veintiocho de marzo de dos mil ocho cuando se 

publicó el decreto mediante el cual se abrogó la citada legislación y se publicó la actual Ley de Transparen­

cia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, en el cual se facultó a los particulares para 

acudir ante las "autoridades jurisdiccionales competentes" en defensa de sus derechos. Esos antece­

dentes revelan que ha sido una preocupación constante del legislador local, determinar ante qué autori­

dad pueden impugnarse las resoluciones que emitan los órganos encargados de velar por la eficacia del 

ejercicio del derecho de acceso a la información, pues inicialmente estableció que podían controvertirse 

ante la autoridad federal, luego pretendió que esa impugnación se efectuara ante el Tribunal de lo Conten­

cioso Administrativo del Distrito Federal, sin lograrlo, y finalmente realizó la última de las referidas modifi­

caciones; lo que evidencia que aparentemente el ente parlamentario conserva el afán de extender la 

impugnación de las resoluciones del mencionado Instituto a otros órganos encargados de la labor juris­

diccional, sin que en la exposición de motivos haya explicado por qué incorporó esa porción normativa o 

esclarecido cuáles son esas autoridades jurisdiccionales.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 85/2009. **********. 11 de marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponen­
te: Armando Cortés Galván. Secretario: Gabriel Regis López.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL AR­
TÍCULO 14, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN.*

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERE­

CHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 

NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estable­

ció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, sino que tiene límites que se sustentan 

en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la sociedad y a los derechos de 

los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado precepto, al remitir a 

diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía de acceso 

a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o 

local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales 

o reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y 

encuentren justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcio­

nalidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción 

legislativa correspondiente, la cual debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de 

manera que las ventajas obtenidas con la reserva compensen el sacrificio que ésta implique para los 

titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad en general.

Amparo en revisión 50/2008. **********. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, Segunda Sala, p. 733, Tesis: 
2a. XLIII/2008, Registro: 169772.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LA CON­
FIDENCIALIDAD DE LOS DATOS PERSONALES SÓLO CONSTITUYE UN DERECHO PARA 
LAS PERSONAS FÍSICAS MAS NO DE LAS MORALES (AUTORIDADES RESPONSABLES).*

De la interpretación sistemática de los artículos 1, 3, 4, 8, 18 a 22 y 61 de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el Acuerdo General 76/2003, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal, que modifica los artículos 19 y tercero transitorio del Acuerdo General 

30/2003, que establece los órganos, criterios y procedimientos institucionales para la transparencia y 

acceso a la información pública para ese órgano del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales de 

Circuito y los Juzgados de Distrito, se advierte que entre los objetivos de la ley citada se encuentra el 

garantizar la protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados, es decir, la infor­

mación concerniente a una persona física, identificada o identificable, y para lograrlo otorgó facultades al 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, el que dictó los acuerdos correspondientes, estableciendo en 

relación con los datos personales de las partes, que con el fin de respetar cabalmente tal derecho, al 

hacerse públicas las sentencias, se omitirán cuando manifiesten su oposición de manera expresa, e im­

puso a los órganos jurisdiccionales la obligación de que en el primer acuerdo que dicten en los asuntos de 

su competencia, señalen a las partes el derecho que les asiste para oponerse, en relación con terceros, a 

esa publicación, en la inteligencia de que la falta de oposición conlleva su consentimiento para que la 

sentencia respectiva se publique sin supresión de datos; de donde se concluye que la protección de los 

datos personales de referencia sólo constituye un derecho para las personas físicas, pues así lo señala la 

fracción II del artículo 3 de la ley mencionada, al indicar que por aquéllos debe entenderse la información 

concerniente a una persona física identificada o identificable, excluyendo así a las personas morales, entre 

las que se encuentran las autoridades responsables.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 550/2004. Tesorería de la Federación y otras. 21 de enero de 2005. Unanimidad de votos. 
Ponente: Robustiano Ruiz Martínez. Secretaria: Elena Elvia Velasco Ríos.

Reclamación 12/2005. Director Regional de Vigilancia de Fondos y Valores de la Tesorería de la Federación. 12 de 
septiembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Robustiano Ruiz Martínez. Secretaria: Elena Elvia Velasco 
Ríos.

Nota: El Acuerdo General 30/2003 citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XVIII, noviembre de 2003, página 1065.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, enero de 2006, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2518, Tesis: XIII.3o.12 A, Registro: 176077.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. TANTO LA 
LEY FEDERAL RELATIVA COMO SU REGLAMENTO, RESPETAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA 
DE LOS TERCEROS INTERESADOS.*

Del análisis sistemático de los artículos 24, 25, 40 y 50 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, 40 y 41 de su Reglamento, se advierte que en el procedimiento 

de acceso a los datos personales, documentos e información en posesión de los Poderes de la Unión u 

órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, los terceros interesados tienen la oportu­

nidad de manifestar lo que a su derecho convenga respecto de la solicitud de que se trate, en diversos 

momentos. En primer lugar, en la etapa que se desarrolla ante la unidad de enlace de la dependencia u 

órgano autónomo cuando, por la naturaleza de la información, el Comité de Acceso considere pertinente 

recabar la autorización del titular de la información, previamente a su entrega, otorgándole un plazo de 10 

días hábiles para contestar; en segundo lugar, en el trámite del recurso de revisión ante el Instituto Federal 

de Acceso a la Información, cuando en el escrito por el que se interponga ese medio de defensa, se le 

señale expresamente como tercero interesado o el Instituto, oficiosamente, le otorgue ese carácter y, por 

ende, la oportunidad de alegar y ofrecer pruebas en el recurso, lo que podrá hacer, inclusive, de modo 

propio, pues ninguna disposición lo prohíbe. Por lo tanto, la Ley en comento y su Reglamento otorgan a los 

terceros interesados la garantía de audiencia establecida por el artículo 14 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos.

Amparo en revisión 1048/2005. **********, S.A. de C.V. y otra. 9 de noviembre de 2005. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Gustavo Ruiz Padilla.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, Primera Sala, p. 651, Tesis: 
1a. XXXVI/2006, Registro: 175730.



Suprema Corte de Justicia de la Nación32

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LA OPO­

SICIÓN A QUE SE PUBLIQUEN DATOS PERSONALES DE LAS PARTES EN ASUNTOS DEL 

CONOCIMIENTO DE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, ESTÁ 

SUJETA A LA CALIFICACIÓN DE EFICACIA, EN TÉRMINOS DEL REGLAMENTO DE LA SU­

PREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 

PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY FEDERAL RELATIVA.*

De los artículos 1o., 5o., 6o., 7o. y 8o. del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 

Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

mación Pública Gubernamental; 3o., fracción II y 13, fracción IV, de la ley en cita, se asume que los asuntos 

del conocimiento de un órgano jurisdiccional del Poder Judicial de la Federación constituyen información 

pública a la que los ciudadanos deben tener acceso sin más restricciones que las que la ley les imponga; 

asimismo las partes que en tales asuntos intervengan tienen el derecho de oponerse a la publicación de 

sus datos personales en caso de que se presente una solicitud de acceso a alguna de las resoluciones o a 

las pruebas y demás constancias que obren en el expediente respectivo, derecho que se les reconoce 

en la propia ley federal de transparencia y que los órganos jurisdiccionales deben ponderar desde el 

momento en que se dicta la primera providencia sobre el conocimiento de un asunto. No obstante ello, 

también de acuerdo con el marco jurídico aplicable, ese derecho que por principio asiste a todas las partes 

del juicio, no garantiza que al plantearse la petición deban suprimirse ineludiblemente los datos perso­

nales de quien la fórmula de cualquier documentación que contenga la información a publicar, incluyendo 

desde luego la sentencia dictada en el asunto. Por el contrario, la recepción de una petición en tal sen­

tido sólo implica que una vez expuesta, el órgano jurisdiccional está compelido a determinar si tal oposi­

ción puede surtir efectos, tomando en cuenta si la resolución definitiva del asunto, las pruebas o las demás 

constancias respecto de las cuales prevalece el derecho de la sociedad a conocerlas plenamente, con­

tienen información considerada como reservada en términos de la fracción IV del artículo 13 de la citada 

ley, lo que implica que el órgano jurisdiccional a cargo del asunto deberá determinar si la información que 

se solicita sea excluida en caso de publicación, concierne a una persona física, identificada o identificable, 

o si es la relativa a su origen étnico o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o 

emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones 

políticas, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, las 

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1583, Tesis: IV.2o.A.137 A, Registro: 178271.
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preferencias sexuales, u otras análogas que afecten su intimidad; y además si de publicarse cualquiera de 

esos datos se puede poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, e incluso si la 

supresión de la información no incide en que la información cuya publicación se solicita no pueda cono­

cerse íntegramente o con la transparencia necesaria, pues de no colmarse esos extremos, el órgano 

jurisdiccional podrá anticipar que dicha petición es ineficaz y proceder a la publicación de la información 

correspondiente, con inclusión de aquella que se buscaba fuera suprimida.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Reclamación 15/2004. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos. 19 de enero de 2005. Mayoría de votos. 
Disidente: Sergio Eduardo Alvarado Puente, quien se pronunció por el desechamiento del recurso. Ponente: 
José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. RESULTA 
INEFICAZ LA OPOSICIÓN A LA INCLUSIÓN DE LOS DATOS PERSONALES EN LA PUBLI­
CIDAD DE LOS ASUNTOS DEL CONOCIMIENTO DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, 
CUANDO AQUÉLLOS NO REVISTAN LA CARACTERÍSTICA DE RESERVADOS, DE CONFOR­
MIDAD CON EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA.*

Conforme a los artículos 3o., fracción II y 13, fracción IV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, en relación con los numerales 1o., 5o., 6o., 7o. y 8o. del Reglamento 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, los asuntos tramitados 

ante el Poder Judicial de la Federación constituyen información pública que puede conocerse por cual­

quier ciudadano sin más restricciones que las que la ley imponga, entre las que se incluye el derecho de 

las partes que intervengan en tales asuntos para oponerse a que sus datos personales se incluyan en la 

publicación de cualquier constancia del juicio cuando un tercero lo solicite; sin embargo, el ejercicio de 

ese derecho de oposición resultará ineficaz, cuando tras recibir la oposición, el órgano jurisdiccional 

determine que la resolución definitiva del asunto, las pruebas o las demás constancias que puedan llegar 

a publicarse a terceros y respecto de las cuales prevalece el derecho de la sociedad a conocerlas plena­

mente, no contienen información considerada como reservada en términos de la fracción IV del artículo 13 

de la ley citada, es decir, aquella relativa a una persona física, identificada o identificable, la concerniente 

a su origen étnico o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o emocionales, a su vida 

afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias o 

convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, las preferencias sexuales, 

u otras análogas que afecten su intimidad; o bien, porque aunque la contienen, se estime que su inclusión 

en la publicación no pone en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o incluso porque 

se concluya que de suprimirse tales datos la información cuya publicación se solicita no pudiera conocerse 

íntegramente o con la transparencia necesaria.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Reclamación 15/2004. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos. 19 de enero de 2005. Mayoría de votos. 
Disidente: Sergio Eduardo Alvarado Puente, quien se pronunció por el desechamiento del recurso. Ponente: 
José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1585, Tesis: IV.2o.A.139 A, Registro: 178270.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. TANTO LA 
LEY FEDERAL RELATIVA COMO SU REGLAMENTO, RESPETAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA 
DE LOS TERCEROS INTERESADOS.*

Del análisis sistemático de los artículos 24, 25, 40 y 50 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública Gubernamental, 40 y 41 de su Reglamento, se desprende que en el procedimiento 

de acceso a los datos personales, documentos e información en posesión de los Poderes de la Unión u 

órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, los terceros interesados tienen la oportuni­

dad de manifestar lo que a su derecho convenga respecto de la solicitud de que se trate; en primer lugar, 

en la etapa que se desarrolla ante la unidad de enlace de la dependencia u órgano autónomo cuando, por 

la naturaleza de la información, el Comité de Acceso considere pertinente recabar la autorización del 

titular de la información, previo a su entrega, otorgándole un plazo de diez días hábiles para contestar; 

en segundo lugar, en el trámite del recurso de revisión ante el Instituto Federal de Acceso a la Información, 

cuando en el escrito por el cual se interponga ese medio de defensa, se le señale expresamente como 

tercero interesado o el instituto, oficiosamente, le otorgue ese carácter y, por ende, la oportunidad de 

alegar y ofrecer pruebas en el recurso, lo que podrá hacer, inclusive, de modo propio, pues ninguna dispo­

sición lo prohíbe. Por tanto, la Ley en comento y su Reglamento, marco legal que establece el procedimiento 

de acceso a la información, otorga a los terceros interesados la garantía de audiencia establecida por el 

artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Amparo en revisión 75/2005. **********, S.A. y otra. 25 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Javier Arnaud Viñas.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, marzo de 2005, Segunda Sala, p. 361, Tesis: 
2a. XXXIV/2005, Registro: 178846.
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COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA. LA DOCUMENTACIÓN E INFORMACIÓN CON­
FIDENCIAL PROPORCIONADAS POR LOS AGENTES ECONÓMICOS INVOLUCRADOS 
EN UN PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS, DEBE 
ARCHIVARSE POR CUERDA SEPARADA.*

En términos del artículo 31, segundo párrafo, de la Ley Federal de Competencia Económica, la información 

y documentos que haya obtenido directamente la comisión en la realización de sus investigaciones, así 

como los que se le proporcionen, son estrictamente confidenciales. Aun cuando la norma legal en estudio, 

o su reglamento, no prevén que la información confidencial se archive por cuerda separada, debe des­

tacarse que el artículo 20, fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental dispone que los sujetos obligados por dicha norma deberán adoptar las medidas nece­

sarias para garantizar la seguridad de los datos personales y evitar su alteración, pérdida, transmisión y 

acceso no autorizado. Por ende, archivar o tramitar por cuerda separada la documentación e información 

confidencial exhibidas por los agentes económicos en los procedimientos de investigación de prácticas 

monopólicas, resulta una medida idónea para proteger la información confidencial, máxime si se trata 

de expedientes a los que tienen acceso todos los involucrados. Por el contrario, si la documentación e 

información confidenciales constaran en la misma pieza de autos, se haría nugatorio tal carácter, ya que 

en esa hipótesis cualquier agente económico con acceso al expediente podría conocerlos.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1927/2004. Director General de Asuntos Jurídicos de la Comisión Federal de Competencia. 
15 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto 
Morales.

*	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, agosto de 2004, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1565, Tesis: I.7o.A.312 A, Registro: 180940.


